
Buenos Aires, ___ de junio de 2012 

 
Al Honorable Congreso de la Nación Argentina  
Señor Presidente de la Honorable Cámara de ____________ 
Dr. _____________________________ 
S__________ /___________ D 

De nuestra mayor consideración: 

En nombre y representación del Consejo Directivo Nacional de la 
Asociación Trabajadores del Estado, entidad sindical de primer grado, con Personería 
Gremial Nº 2, ámbito de actuación en todo el territorio de la República y con domicilio real 
en Av. Belgrano 2527, al Señor Presidente de la Cámara decimos: 

Que, en virtud de la situación del empleo público en todos los niveles del 
Estado argentino (tanto nacional, provincial, como municipal), nuestra organización desea 
expresar a los señores diputados la necesidad de dar tratamiento legislativo a los siguientes 
temas de vital interés para todos los trabajadores estatales: 

1. 27 de junio, Día del Trabajador del Estado: ATE manifiesta su deseo 
de establecer en todo el territorio de la Nación el día 27 de Junio de cada año como el “Día 
del Trabajador del Estado”. La intención es fijar esa fecha como día de descanso para los 
empleados de la Administración Pública Nacional, en el que no se prestarán tareas, 
asimilándose el mismo a los feriados nacionales a todos los efectos legales. De esta manera 
se conmemoraría en el día en que la Organización Internacional del Trabajo (OIT) firmó el 
Convenio Nº 151 –y la Recomendación nº 159-, que favoreció el reconocimiento del 
derecho a la negociación colectiva a los empleados públicos. Sería un reconocimiento a los 
trabajadores del Estado, reales sostenedores de la actividad del pública. ATE espera que 
también se invite a las provincias a adherir y fijar ese día como tal, así como ya lo han 
hecho las provincias de Neuquén y Entre Ríos. En el mismo sentido cabe destacar que las 
organizaciones sindicales internacionales más representativas en nuestra región, tales como 
la Confederación Latinoamericana de Trabajadores Estatales (CLATE), la Coordinadora 
Latinoamericana de Servidores Públicos (CLASEP) y la Federación Internacional de 
Empleados Públicos (INFEDOP) , entre otras, han adoptado el 27 de junio como Día del 
Trabajador del Estado.  

 
2. Igual remuneración por igual tarea: El derecho constitucional a igual 

remuneración por igual tarea se ve menoscabado por falta de una legislación nacional que 
garantice su cumplimiento en la actividad pública, en todos los niveles del Estado (tanto 
nacional, provincial, como municipal). Hoy trabajadores que realizan las mismas tareas en 
distintas provincias y municipios perciben sumas salariales muy diversas.  

Nuestra organización ha podido constatar que un trabajador del Estado 
Nacional que con mucha dificultad cubre sus necesidades básicas cobra, a valores 
promedio, el doble que un trabajador provincial que desarrolla la misma labor. A su vez, un 
trabajador provincial, cobra en promedio el doble que un trabajador municipal. En el 
mismo sentido, la Asociación Trabajadores del Estado ha comprobado que esa asimetría se 



da entre reparticiones y organismos de un mismo nivel estatal, entre las provincias entre sí, 
y entre los municipios entre sí. 

Puede citarse como ejemplo de desigualdad salarial en las provincias lo que 
sucede en el sector salud. Si se toma como cargo testigo al de un enfermero profesional (no 
universitario), en la categoría inicial, con turnos rotativos y francos no calendario, los 
salarios entre las distintas provincias evidencian diferencias abismales. Un enfermero de la 
provincia de Formosa (con un salario neto de $1703.99) cobra aproximadamente la cuarta 
parte del salario de un enfermero de la provincia de Santa Fe (que tiene un salario neto de 
$6361.98) y menos de la cuarta parte de un enfermero de la provincia de Tierra del Fuego 
(que cobra $6863.48). A su vez, esta suerte de paridad salarial entre un trabajador de 
enfermería de Santa Fe y uno de Tierra del Fuego habla de un serio atraso salarial por parte 
del segundo, si se considera la diferencia del costo de vida en una y otra provincia. Si se 
ponen en relación los salarios que se perciben en las provincias con el que cobra un 
enfermero dependiente del Estado nacional (en el caso del PAMI el salario neto es de 
$7411.66), en todos los casos los salarios se encuentran por debajo de ese nivel (el 
promedio salarial considerando las 23 provincias y la Ciudad de Buenos Aires es de 
$4092.15). Estos niveles salariales no se vinculan necesariamente a la disponibilidad de 
recursos ya que en distritos de mayores recursos presupuestarios como la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires y la Provincia de Buenos Aires se pagan salarios netos del orden de los 
$4467.91 y $2840 respectivamente. Para mayor información se indica en el cuadro adjunto 
como “ANEXO I” el salario que corresponde a un enfermero profesional en cada provincia.    

Por todo esto ATE considera que se deben establecer por ley mecanismos 
federales de financiamiento que permitan celebrar una paritaria nacional para los 
trabajadores de la administración pública. Es necesario establecer mecanismos asistencia 
financiera y fondos federales compensatorios para lograr que se respeten las mismas 
condiciones remunerativas a trabajadores que realizan igual tarea a lo largo y ancho del país 

3. Igualdad y universalidad de las asignaciones familiares. Esta 
desigualdad se repite en relación con las asignaciones familiares. Mientras a nivel nacional 
la asignación universal por hijo se ha establecido en $270, los trabajadores de las provincias 
perciben sumas que llegan a pisos de $60 en Catamarca o $100 en Formosa. Esta situación 
se revela no solamente injusta y discriminatoria, sino que atenta contra el principio 
constitucional antes referido. A su vez, la existencia de topes salariales para el cobro de 
asignaciones da cuenta de que las mismas no son universales, lo que deja fuera de la 
cobertura a decenas de miles de familias que necesitan y tienen derecho a acceder a ella. Se 
adjunta como “ANEXO 2” un cuadro comparativo de las asignaciones familiares vigentes 
en los distintos puntos del país, tanto en el orden nacional, provincial como municipal.  

4. Derecho a la estabilidad del empleado público: garantizado por el Art. 
14bis de la Constitución Nacional, se encuentra casa vez más desvirtuado. La proliferación 
de contrataciones irregulares (tales como pasantías, becas, contratos de locación servicios y 
de obra, convenios de asistencia técnica, entre otros) implica una situación de fraude 
laboral toda vez que se aplica a trabajadores que realizan tareas en forma regular, continua 
y permanente para el Estado y que con su labor permiten el funcionamiento de la estructura 
estatal misma. Pero por sobre todas las cosas, estas nuevas formas contractuales dejan en 
una situación de desprotección absoluta y vulneran la garantía de estabilidad de decenas de 
miles de trabajadores estatales (tanto en la nación como en provincias y municipios) donde 



los trabajadores son tratados como “botín de guerra” de cada nuevo gobernante. De este 
modo se destruye en los hechos la finalidad que el 14 bis tuvo en miras cuando se sancionó 
esa garantía. Es necesaria una legislación que, a nivel nacional, establezca los compromisos 
necesarios de cada una de las provincias para terminar con dichas formas de contratación y 
reconocer la plena estabilidad de los trabajadores del Estado, que solo puede alcanzarse a 
través de su incorporación a la planta permanente de cada jurisdicción. 

 
5. Salario Mínimo Vital y Móvil (SMVM) en provincia s y municipios: 

nuestra organización viene planteando la necesidad de que se garantice a todos los 
trabajadores el derecho a un salario justo, tal como lo establece la Constitución Nacional, 
definido legalmente como el que asegure al trabajador y su familia alimentación adecuada, 
vivienda digna, educación, vestuario, asistencia sanitaria, transporte y esparcimiento, 
vacaciones y previsión. El SMVM es una herramienta para alcanzar ese objetivo, más allá 
de que el monto que fija el Consejo del Salario es sensiblemente inferior al necesario para 
garantizar la cobertura de esas necesidades. Sin embargo, los trabajadores estatales de 
provincias y municipios se encuentran excluidos del derecho al SMVM, debido a que el 
Art. 140 de la Ley 24.013 limita su alcance sólo “a los trabajadores comprendidos en la Ley 
de Contrato de Trabajo, de la Administración Pública Nacional y de todas las entidades y 
organismos en que el Estado nacional actúe como empleador”. Por ese motivo, muchas 
provincias y muchos más municipios en la Argentina pagan salarios a los empleados 
públicos que se encuentran por debajo de ese valor. Reclamamos que el Congreso Nacional 
establezca los mecanismos normativos y financieros para constituir un fondo federal que 
garantice el pago del SMVM en todas las provincias y todos los municipios.  

 
6. Convenios Colectivos de Trabajo. Si bien existe una ley nacional que 

establece el Convenio Colectivo de Trabajo para los empleados del Estado Nacional, el 
Congreso de la Nación debe establecer el marco normativo que promueva la negociación 
colectiva como mecanismo de regulación de las relaciones laborales del sector público en 
cada provincia y en cada municipio. El Estado Argentino, en todos sus niveles, debe dar 
cumplimiento en todo el territorio nacional al Convenio 151 de la OIT del 27 de junio de 
1978 relativo a la Protección del Derecho de Sindicación y Procedimientos para determinar 
las Condiciones de Empleo en la Administración Pública.  

 
 
7. 82% móvil para todos los jubilados del país. Los jubilados tienen 

derecho a un tipo de movilidad en sus haberes que reconozca una relación con los salarios 
de los trabajadores en actividad y con los aportes que realizaron a lo largo de su vida. El 
Congreso Nacional, que ya se expidió a favor de esta iniciativa, debe volver a debatirla y 
definir no sólo su aprobación en general sino fijar la fuente de recursos que permitirá hacer 
frente a dichas erogaciones en materia previsional. La restitución de aportes patronales a los 
niveles previos a las reformas de los ’90 permitiría contar con recursos genuinos para 
afrontar esa demanda.  

 
  
8. Modificación del impuesto a las ganancias. Hoy en día, los aumentos 

salariales de una parte importante los asalariados los absorbe el impuesto a las ganancias. 
Es necesario establecer criterios racionales y objetivos que permitan diferenciar lo que se 



debe tributar por ganancias y lo que deben aportan los trabajadores. Asimismo, se hace 
necesario definir a partir de qué niveles de ingresos es justo aplicar dicho tributo y fijar un 
mecanismo de actualización automática del mínimo no imponible toda vez que las 
negociaciones colectivas permitan la actualización de los salarios. De este modo se evitará 
la situación perversa y distorsiva que impide en muchos casos que los aumentos alcanzados 
en acuerdos paritarios lleguen al bolsillo del trabajador.   

 
9. Reforma de la Ley de Coparticipación Federal. Es necesario desandar 

la desigual relación entre la nación y las provincias que se instituyó durante la década del 
’90. Las provincias tienen hoy a su cargo la prestación de la mayor parte de los servicios 
destinados a la población por parte del Estado. El desfinanciamiento de la salud y la 
educación pública, y su correlato en los bajos salarios de esos sectores, son un ejemplo de 
la crisis que provocó transferir servicios a las provincias con partidas presupuestarias que 
no se actualizaron. Corresponde al Congreso Nacional fijar un nuevo esquema de 
coparticipación federal, equitativo y solidario que permita a las provincias contar con 
recursos para hacer frente a sus obligaciones, tanto con sus trabajadores y como con toda la 
ciudadanía. La restitución del 15% de la coparticipación primaria que se quitó a las 
provincias en los ’90 y la actualización de las partidas por los servicios transferidos son 
algunas de las medidas que el Congreso debe evaluar para alcanzar esta meta.  

 
10. Reforma impositiva progresiva. Que paguen más los que más tienen. 

Así como se impone la necesidad de modificar el impuesto a las ganancias (que pese a su 
progresividad se ve distorsionado por el congelamiento del mínimo no imponible) y es 
imprescindible definir una nueva ley de coparticipación (que permita dotar a las provincias 
de recursos para hacer frente a sus obligaciones), es igualmente urgente cambiar el sistema 
impositivo argentino en materia de impuestos indirectos (que caen sobre el consumo y la 
producción). Esta carga fiscal afecta a los más pobres, que terminan aportando en 
proporción lo mismo que quienes más ganan. Para modificar este esquema tributario 
regresivo ATE reclama que el Congreso elimine las exenciones a los sectores que mayor 
capacidad de pago tienen (como ocurre con el impuesto a las ganancias en minería) y 
establezca nuevos tributos a renta financiera, a la herencia y al consumo suntuario, entre 
otras posibilidades.     

 
10. Anulación de la “Ley antiterrorista”. La reciente reforma del código 

penal mediante Ley 26.734 (más conocida como “Ley Antiterrorista”), representa un grave 
peligro para nuestra democracia y para el respeto de los Derechos Humanos. No es una 
sospecha injustificada, ni un análisis exagerado sostener, como lo viene haciendo ATE, que 
esa reforma tiene por objetivo reprimir la protesta social y sindical. Esto quedó probado 
cuando en enero de 2012 un grupo de ambientalistas catamarqueños que protestaban contra 
la megaminería contaminante a cielo abierto fueron brutalmente reprimidos y encarcelados 
por realizar un corte selectivo en la Ruta Nacional 40 contra la minera Bajo La Alumbrera. 
Lo que quedó probado en Catamarca es que no puede quedar sujeto a interpretación de 
jueces y fiscales que una protesta social que tenga como propósito “obligar a un gobierno o 
a una organización internacional a realizar un acto o abstenerse de hacerlo sea encuadrada 
como “terrorista”. Poco colabora el intento de los legisladores de resguardar de una 
“incorrecta” aplicación de la ley los casos en que “se ejercite un derecho constitucional”. 
Existiendo la contradicción en la norma el peligro criminalización de la protesta existe. Y 



si, como fue reconocido por el propio Poder Ejecutivo al momento de su discusión 
parlamentaria, el proyecto de Ley fue una exigencia para pertenecer al G20, es justificada la 
sospecha de que la norma no tiene como finalidad exclusiva la represión de actividades 
delictivas. Los luchadores sociales que enfrentamos las políticas de ajuste, desguace del 
Estado y destrucción la estructura productiva de nuestro país sabemos de qué hablamos. 
Nuestra organización sufrió el arresto y encarcelamiento de muchos de sus dirigentes por 
reclamar salarios y condiciones de trabajo dignas. No debe existir el más mínimo margen 
legal para la criminalización de la protesta social. Muchos muertos en las rutas en manos de 
las fuerzas de seguridad y miles de militantes procesados fue el costo que pagamos. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



ANEXO I 
SALARIOS CORRESPONDIENTES 

A ENFERMEROS PROFESIONALES 
   

PROVINCIA  Básico  

Total nominal o 

bruto 

Total 

neto 

TIERRA DEL FUEGO 556.00 8655.96 6863.48 

SANTA CRUZ 4044.38 8563.76 6708.89 

SANTA FE 396.36 7857.34 6361.98 

NEUQUÉN 2775.00 6487.32 5384.47 

LA RIOJA 3072.00 6298.33 5185.72 

LA PAMPA 627.83 6293.71 5146.13 

CHUBUT 2218.59 6131.86 4953.53 

SAN LUIS 3678.35 5921.51 4749.33 

CAP FED 1814.41 5074.41 4467.91 

CÓRDOBA 3118.17 5916.48 4416.23 

MENDOZA 1082.58 5510.90 4210.59 

CORRIENTES 873.61 5379.72 3898.62 

RÍO NEGRO 1924.02 5396.05 3860.70 

CHACO 754.00 4914.84 3766.91 

SAN JUAN 538.86 4756.76 3334.74 

ENTRE RÍOS 1461.05 4113.03 3304.50 

JUJUY 741.86 3657.09 3196.90 

CATAMARCA 818.76 3390.54 2870.83 

SANTIAGO DEL ESTERO 1120.00 3406.01 2866.70 

PROV. DE BUENOS AIRES 2166.38 5208.25 2840.00 

TUCUMAN 1477.44 3390.22 2807.59 

SALTA 1879.00 3231.00 2665.58 

MISIONES  1376.28 3581.78 2646.35 

FORMOSA 1393.80 2508.84 1703.99 

Hospital Garrahan 4293.00 5127.00 5127.00 

PAMI 6116.18 8943.38 7411.66 

 
 
 
 
 
 
 
 

ANEXO II 



ASIGNACIONES FAMILIARES POR HIJO 
EN PROVINCIAS Y MUNICIPIOS 

PROVINCIA VALOR PROVINCIAL VALOR ANSES 

Tierra del Fuego $ 540 $ 582 

Santa Cruz $ 388 $ 582 

Chubut $ 436 $ 582 

Río Negro $ 270 $ 270 

Córdoba $ 220 $ 270 

Catamarca $ 60 $ 540 

La Rioja $ 180 $ 270 

Salta $ 240 $ 540 

Misiones $ 220 $ 270 

Santiago del Estero $ 205 $ 270 

San Juan $ 120 $ 270 

San Luís $ 180 $ 270 

Neuquén $ 120 $ 270 

Formosa $ 100 $ 270 

Buenos Aires $ 270 $ 270 

Chaco $ 72 $ 270 

Corrientes $ 220 $ 270 

Entre Ríos $ 270 $ 270 

Jujuy $ 270 $ 540 

La Pampa $ 270 $ 270 

Mendoza $ 220 $ 270 

Santa Fé $ 112 $270 

Tucumán $ 220 $270 



 


